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cumplir los 16 años se marchó a vivir con su madre-, argumentando la interesada que no entendía cómo 
habiendo transcurrido casi seis meses desde el dictado de la sentencia de la Audiencia Provincial no se 
hubiera podido dar aún cumplimiento a la misma, expresándonos su desesperación, principalmente en 
cuanto a no poder materializar la recuperación de la custodia de su hijo menor, de la que había estado 
privada durante año y medio.  

Pues bien, la Fiscalía, tras la correspondiente investigación, nos daba las razones por las que la sentencia que 
afectaba a la interesada aún no se había ejecutado, y en este caso la ausencia de actividad era absolutamente 
ajena al órgano judicial en cuestión: su abogado no había solicitado la ejecución de la sentencia dictada 
en apelación hasta seis meses después de su dictado, y una vez lo hizo, la ejecución proseguía por sus 
trámites con toda normalidad, residiendo en esos seis meses de retraso en solicitar la ejecución la demora 
que la interesada reprochaba.

En el interesante, por lo diferente, caso que se nos planteaba en la queja 15/4721  su promotor nos exponía 
que él, su esposa y su hijo fueron condenados por sentencia dictada el 5 de diciembre de 2014 en Juicio 
de Faltas sustanciado ante el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº 2 de Écija, como autores de 
una falta de vejaciones del artículo 620.2 del Código Penal a la pena de 15 días de multa y a la prohibición 
de acercarse a menos de 150 metros del denunciante. Dicha sentencia, recurrida en apelación, adquirió 
firmeza al ser ratificada por la Audiencia Provincial de Sevilla.

Tras la reciente entrada en vigor de la Ley Orgánica 1/2005 por la que se modifica la L.O. 10/1995 del Código 
Penal, el compareciente solicitó la revisión de la sentencia, toda vez que la referida norma establece que 
las vejaciones injustas, salvo cuando se cometen sobre alguna de las personas a que se refiere el apartado 
2 del artículo 173, quedan al margen del ámbito penal.

Sin embargo, por providencia dictada pocos días después el Juzgado acordó no haber lugar a la revisión de 
la sentencia argumentándose que fue dictada en segunda instancia con anterioridad a la entrada en vigor 
del nuevo Código Penal, siendo la misma firme, ante lo que el interesado interpuso en su contra recurso 
de reforma y subsidiario de apelación argumentando frente a la misma el principio de retroactividad de la 
ley penal más favorable al penado, solicitando al mismo tiempo la suspensión de la ejecución de la pena 
hasta tanto no se resolviera el recurso, pues de lo contrario la finalidad de éste podría resultar ilusoria, al 
haberse señalado en ejecución de sentencia que la prohibición de acercarse al denunciante lo sería por 
seis meses.

Dado que la pena de alejamiento ya se estaba cumpliendo y no se había suspendido la ejecución de la 
misma, lo que el compareciente reclamaba de esta Defensoría, pese a ser consciente de que en condiciones 
normales no se podría considerar que el asunto se estaba viendo afectado de dilaciones indebidas, era 
su mediación para lograr, sin entrar en el fondo de la misma, que la resolución del recurso se produjera a 
la mayor brevedad posible, insistiendo en que en caso contrario su finalidad resultaría ilusoria, pues si se 
le diera la razón el plazo de la medida de alejamiento se podría haber agotado y, con ello, cumplido una 
pena que el nuevo Código Penal no contempla.

Como a la presente fecha aún no hemos recibido al respecto la correspondiente información por parte de 
la Fiscalía, volveremos a comentar este interesante caso el próximo año.

1.7.2.1.2 Situaciones singulares: el colapso de la jurisdicción 
mercantil y social y problemas en los registros civiles
Uno de los escenarios judiciales más complejos que hemos elaborado en 2015 es la jurisdicción mercantil. 
Los indicios de graves problemas nos llegaban a partir de una pluralidad de quejas sobre graves retrasos 
en los juzgados de Málaga. Citaciones a dos años vista, e incluso más, para juicios sobre clausulas suelo, 
preferentes, litigios en relación con la actividad financiera, procesos concursales, quiebras, etc. Es decir 
pleitos muy recurrentes en la actual situación de resaca judicial de la grave crisis económica vivida.

Para investigar la situación de los dos juzgados mercantiles de la provincia de Málaga abrimos de oficio 
la queja 14/5196. Cuando analizamos todos los datos dictamos una  Resolución “para la creación de, al 
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menos, dos nuevos Juzgados de lo Mercantil en Málaga” y para disponer de las necesidades de plantilla que 
estos órganos necesitaban.

De la respuesta ofrecida por la Consejería deducimos, por lo que respecta a la creación nuevos Juzgados 
de lo Mercantil que se aceptaba la medida, por más que resulte difícil olvidar que tales peticiones han sido 
sucesivamente desatendidas por el Gobierno de la Nación a quien compete la creación de tales órganos.

En cuanto a las medidas de aumento del personal destinado a estos órganos, nos comunican la “valoración 
positiva” de la Recomendación de ampliar los medios personales funcionariales conforme a los estudios de 
necesidades y cargas de trabajo de estos juzgados. Pero, de inmediato se nos anunciaban las restricciones 
de índole presupuestario que anticipan una escasa, por no decir nula, operatividad en la aplicación efectiva 
de esta Recomendación.

Subsidiariamente, hemos de destacar que la situación de los Juzgados de lo Mercantil —debido, muy 
probablemente a su singular gravedad— ha despertado una serie de reacciones más específicas y que han 
propiciado la elaboración de un “Protocolo de Estatuto de Tribunal de Primera Instancia de lo Mercantil” para 
la organización del trabajo de manera colegiada y la incorporación de dos puestos de Juez de Adscripción 
Territorial (JAT) y funcionariado que, confiemos, den el resultado final previsto.

También otras demarcaciones han sido objeto de nuestro análisis, en concreto los dos juzgados mercantiles 
de Sevilla queja 14/5756 y el de Cádiz queja 15/2783. Y tras su investigación coincidimos en aplicar las 
medidas de aprobar, previa petición autonómica, nuevos órganos a cargo del Gobierno de la Nación.

Finalmente, pudimos conocer la creación de sendos juzgados mercantiles en Málaga, Sevilla, Granada y Cádiz 
que podrían ponerse en funcionamiento a lo largo de 2016. Con ser una buena noticia, los indicadores de 
asuntos de entrada (399 por juzgado y año) están desbordados y superan en un 154% (el que menos) la 
capacidad de carga de trabajo de estos órganos. Ni siquiera añadiendo los nuevos juzgados se ajustarán los 
indicadores a los niveles recomendados. Seguiremos los efectos de estas medidas en próximos ejercicios.

También queremos detenernos brevemente en el relato de las actuaciones relacionadas con los juzgados de 
lo social. En ejercicios anteriores ya advertimos serios problemas en estos órganos judiciales, pero en 2015 
la situación se ha generalizado y, aún peor, se ha agravado con añadidos casos sobre retrasos y dilaciones.

Recordamos que en 2014 decidimos abrir una investigación de oficio con un enfoque general. Teníamos 
noticias de los problemas en juzgados concretos y habíamos sido informados de algunas medidas coyunturales 
de ayuda. Sin embargo, nuevas y reiteradas quejas, añadidos retrasos y una falta de reacción eficaz, han 
motivado que la reacción de la Institución debía ser otra, más acorde a la gravedad de la situación.

Esta investigación seguida de oficio en la queja 14/4340, tuvo como resultado una Resolución que concluía 
la necesidad de crear dos nuevos juzgados de lo social en Sevilla coincidiendo con la petición que había 
elaborado en su día el TSJA. 

La Consejería alegó la ausencia de competencia para determinar esa medida de creación de nuevos órganos, 
residenciada en el Gobierno de la Nación, y además justificaba el agotamiento de las plazas de refuerzo 
disponibles. Sí explicó, como alternativa, un programa especial de apoyo elaborado desde el decanato de 
los jueces de Sevilla con la incorporación de dos nuevas plazas de Jueces de Adscripción Territorial (JAT) y 
tres puestos de interinos más, con la esperanza de agilizar los datos de pendencia acumulados.

Después de analizar el resultado de algunas acciones paliativas anunciadas, las medidas de refuerzo no han 
logrado revertir los rendimientos de los Juzgados de lo Social de Sevilla, por lo que los problemas que se han 
descrito, sobre el servicio prestado a justiciables y profesionales de la Administración de Justicia, ofrecen 
un pronóstico de persistir y con una tendencia altamente probable de acentuarse en un futuro inmediato.

Afortunadamente, podemos al menos reseñar la creación de un nuevo juzgado de lo social para Sevilla 
(y para Algeciras y Málaga). Son buenas iniciativas que llevan años siendo reivindicadas desde todas las 
instancias con responsabilidad en la materia. No obstante, a la espera de analizar el resultado de esta 
esperada medida, debemos recordar que la sobrecarga de asuntos en cada Juzgado es de tal proporción 
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que la aparición de un órgano nuevo afectará de manera muy limitada al reparto de las cargas de trabajo, 
sin olvidar las tasas de pendencia que reflejan una severa acumulación de asuntos sin resolver. 

En suma, no podemos anticipar mejoras sustanciales y con el impacto necesario para la entidad del 
problema que se pretende acometer. El orden social es un perfecto ejemplo de la insuficiencia del sistema 
judicial para atender los asuntos litigiosos que la sociedad genera dentro de unos niveles mínimos e 
imprescindibles de servicio.

Por último citamos como temas singulares los problemas en los Registros Civiles.

Y es que uno de los servicios más significativos de la Administración de Justicia es el que prestan los Registros 
Civiles, a los que los ciudadanos acuden para realizar gestiones frecuentes ligadas a una gran variedad de 
situaciones de la vida personal y familiar (inscripciones de nacimientos, defunciones, situaciones conyugales, 
etc.). Esos servicios por tanto son susceptibles de generar demandas frecuentes procurando obtener las 
respuestas que satisfagan las necesidades de estas personas interesadas.

Precisamente, una pluralidad de quejas referidas al funcionamiento de estos Registros motivó una investigación 
abierta de oficio en la queja 14/5629 para abordar con carácter general esta problemática. Efectivamente la 
Consejería de Justicia e Interior nos remitió un clarificador informe en el que daba cuenta de la organización, 
dotación funcionarial y cargas de trabajo de los órganos judiciales a lo que están adscritas las funciones 
de Registro Civil en Roquetas y El Ejido que eran motivo de análisis de la presente queja, añadiendo la 
información sobre Algeciras, que igualmente agradecíamos, y que completaba la visión general de estos 
servicios. Tras el informe, resultaba manifiesta la sobrecarga de asuntos que atienden estos órganos que 
lleva a duplicar las previsiones acordadas por el CGPJ y que definen las capacidades de servicio en función de 
las dotaciones de medios personales y materiales que también se asignan atendiendo a estas estimaciones. 
El informe de la Viceconsejería aludía a que “es notoria la sobrecarga de trabajo que soportan estos Juzgados” 
de El Ejido y Roquetas, o cita que “con carácter general cada Juzgado de Primera Instancia de Algeciras ingresa 
el doble de asuntos de los previstos según el módulo acordado por el CGPJ”.

El informe que resumimos aportaba también la valoración que expresa el TSJA en su Memoria de 2013 sobre 
las medidas correctivas que pudieran aplicarse a estas situaciones coincidentes y que se concretaban en “el 
necesario incremento de las plazas judiciales” para estos tres partidos de Algeciras, El Ejido y Roquetas del Mar.

Con todos estos datos, desde la Institución dirigimos Resolución en la que solicitamos un aumento de las 
plazas judiciales y además que “se estudiase la disposición de un programa de refuerzo de la atención horaria 
destinado a las oficinas de Registros Civiles especialmente afectadas por retrasos y cargas de trabajo y limitado 
al tiempo que permita la superación de estas puntas de congestión”.

Sin embargo, la respuesta que obtuvimos de la Consejería excusó una supuesta falta de competencias para 
disponer esa ordenación de jornada y horarios. Desde nuestro criterio esa atribución quedaba perfectamente 
atendida en base a la normativa vigente y que había propiciado en su día un plan de atención en horario 
de tarde fijado por Orden de 31 de Octubre de 2007. En todo caso, la propia Consejería entendía que este 
esfuerzo desplegado en su día no había logrado los objetivos pretendidos por lo que se dejó sin efecto.

En suma, este programa de refuerzo no fue atendido por más que recibimos el compromiso de estudiar 
medidas de refuerzo o proponer cambios de criterios de reparto en las funciones de los órganos judiciales 
que deben ser aprobadas por las juntas de jueces respectivas y de sus decanatos. Precisamente al hilo de 
posibles cambios se ha publicado la creación de un nuevo juzgado en Roquetas que podría favorecer un 
cierto alivio en el reparto de las cargas de trabajo y agilizar los servicios del Juzgado encargado del Registro 
Civil. Además, la Ley 19/2015 permite ya realizar las inscripciones de nacimientos y defunciones en los 
centros médicos, por lo que se espera una cierta reducción de la presión de servicios en esta Oficinas. 
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1.7.2.1.3 Abogacía y asistencia jurídica gratuita
Si lo preguntáramos, una de las cuestiones que más clara tiene la ciudadanía en lo que concierne a la 
administración de justicia es que para acceder a ella es necesario disponer de abogado y procurador; es 
decir, que caso de que nos veamos obligados a pleitear para obtener una determinada pretensión, o, por el 
contrario, para oponernos a la que en nuestra contra se haya planteado, nuestras leyes procesales exigen, 
preceptivamente y con muy contadas excepciones, disponer de una dirección técnica desempeñada por 
profesionales de la abogacía en ejercicio y estar representado por un procurador. 

Dado que el adecuado ejercicio por 
parte de la ciudadanía del derecho 
de defensa y asistencia letrada está 
íntimamente conectado con el del libre 
acceso a la tutela judicial efectiva y 
sin indefensión, concerniendo, pues, a 
un derecho fundamental de protección 
constitucional, es razonable que la 
Defensoría del Pueblo, ante las quejas 
que tratan sobre el ejercicio de la actividad 
profesional de la abogacía, esté legitimada 
para efectuar la consecuente intervención, 
aunque no se realice directamente frente 
al profesional cuestionado en la queja 
al constituir la de abogado y cliente una 
relación entre particulares, por lo que la 
discrepancia del segundo con la actuación 
profesional del primero no es materia 
cuya supervisión nos competa de manera 

directa, debiendo ser la corporación colegial la que ejerza la competencia derivada de la responsabilidad 
disciplinaria a la que está sometido, y correspondiendo a los juzgados y tribunales de justicia la que se 
derive de la civil o, en su caso, de la penal, a la que igualmente lo está conforme a lo previsto en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial.

Nuestras intervenciones se dirigen, pues, no a supervisar directamente la actuación del abogado, sobre 
la que carecemos de competencias al respecto, sino a vigilar que dichas corporaciones colegiales –los 
Colegios de Abogados, en este caso-, como de Derecho Público que son, ejerzan sus competencias 
de manera adecuada, tanto en cuanto a la disciplinaria como en lo concerniente a las que les 
corresponden en la fase previa al reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, cuya 
resolución final incumbe a las respectivas Comisiones Provinciales, respecto de las que, dada su naturaleza 
administrativa, sí que tenemos plenas competencias supervisoras.

Cuando la actividad del abogado no se sustenta en la libre designación de aquél por parte del litigante, 
el interés de esta Defensoría se refuerza aún más. Son los casos de quejas que afectan a la actividad 
profesional desarrollada durante el desempeño de una defensa de oficio derivada del reconocimiento del 
derecho a la asistencia jurídica gratuita por carecer el defendido de ingresos suficientes para acceder 
a la de pago (que de alguna manera corresponsabilizaría a designante y designado en el resultado final 
del encargo), sino que tanto defensor como defendido se ven obligados, el primero a asumir la defensa 
del segundo, siempre que su pretensión sea sostenible ante la jurisdicción, y este último a ser defendido 
por el profesional que por turno le sea asignado, designación respecto de la que carece de capacidad de 
elección alguna, convirtiéndose además el defensor de oficio en un servidor público al que puede exigírsele 
que se comporte como tal.

Entre las quejas más significativas que hemos tramitado frente a las diversas corporaciones colegiales 
andaluzas, realizando al efecto un breve recorrido provincial, y comenzando con las que comentamos el 
pasado año pero hemos concluido en el actual, respecto del Colegio de Abogados de Almería, en la queja 
14/6065 su promotor aseguraba haber formulado en septiembre del pasado año 2014 denuncia colegial 
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